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Resol. Serie “A” N° 68
Expte. N° 18.499 – Año 2016 – Autos: “Organización Hotelera Trani S.R.L. s/ Concurso Preventivo – Incidente de Verigicación Tardía Cred. Afip – DGI – Casación Civil”

Santiago del Estero, uno de agosto de dos mil diecinueve.



Y Vistos:



Para resolver el incidente de caducidad de instancia deducido por la AFIP-DGI.



Y Considerando: 



I) Que a fs. 333/333 vta. de autos la parte mencionada solicita se declare la perención de la instancia casatoria, con expresa imposición de costas. En fundamento de su pretensión aduce que en autos, el proceso se encuentra paralizado desde el 02/08/2016, sin que la concursada haya realizado acto alguno en impulso de la causa. Expone que el art. 277 de la LCQ reza “...En todas las demás actuaciones, y en cualquier instancia, la perención opera a los tres meses”, concordante a su vez con los términos del CPCC.--------------------------------



II) Que a fs. 338/338 vta. obra la contestación del concursado. Considera que el incidente interpuesto es completamente improcedente, toda vez que su parte, con fecha 13 de julio de 2016, solicitó que los presentes pasen a despacho para resolver. Agrega que en virtud del mismo, estuvo convencida que los autos se encontraban para dicho trámite, más aun cuando el art. 305 del CPCC, en su parte pertinente, dispone: “...Agregado que fuera el memorial al expediente, y sin más trámite, quedará la causa conclusa para definitiva”. Destaca que el decreto del 15/07/2016, que debió salir en el despacho del 02/08/2016 (según el sello impreso al pie del mismo), no fue publicado en la página del Poder Judicial, razón por la cual su parte nunca tuvo conocimiento de él, y continuó convencido de que los autos se encontraban para decretar el pase a despacho para resolver que solicitó oportunamente. Por ello, sostiene que el presente incidente es improcedente, debiendo ser rechazado con costas.---------------------------------------------------



III) Que a fs. 355/355 vta. obra el dictamen del Sr. Fiscal General del Ministerio Público, quien considera que debe hacerse lugar al incidente que nos ocupa por encontrarse cumplidos los recaudos prescriptos por el Código Procesal para la viabilidad de la caducidad de instancia solicitada.-------------------------------------



IV) Que como primera medida, y a modo de introducción en el tema, cabe destacar que la perención de instancia es un instituto procesal de orden público, cuyo fundamento objetivo es la inactividad de los litigantes por un tiempo determinado y su finalidad propende a la agilización del reparto de justicia, tendiendo a liberar a los órganos jurisdiccionales de la carga que implica la sustanciación y resolución de pleitos, evitando de ese modo la duración indefinida de éstos, cuando las partes presumiblemente abandonan el ejercicio de sus pretensiones.---------------------------------------------



En virtud de ello, corresponde se interprete en sentido estricto, y en consecuencia, y como lo expresa la doctrina “...debe optarse en caso de disyuntiva o de duda por la decisión de mantener viva la instancia” (FENOCHIETTO-ARAZI, “Código Procesal...”, Ed. Astrea, 1993, T. II, pág. 26); criterio que este Tribunal ha mantenido invariable, en consonancia con lo sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación: “La caducidad de la instancia es un modo anormal de terminación del proceso, cuyo fundamento reside en la presunción de abandono de la causa, motivo por el cual su interpretación debe ser restrictiva y la aplicación que de ella se haga debe adecuarse a ese carácter” (C.S.J.N., sent. del 24-10-00, en autos: “Brigne S.A. c/ Empresa Constructora Casa S.A. y Otros”).-------------------------------------------



V) Asimismo, cabe tener presente -tal como lo señala la incidentista- que conforme a la ley 24.522, el proceso concursal tiene una norma específica que regula el instituto de la caducidad de la instancia, el art. 277, según el cual “No perime la instancia en el concurso. En todas las demás actuaciones, y en cualquier instancia, la perención se opera a los tres (3) meses”. Ello así, por cuanto la remisión que se hace a las normas procesales locales procede cuando la cuestión no está regulada en la ley especial y en la medida en que sean compatibles con la rapidez y economía del trámite concursal (Cfr. CSJN, 24/II/2004, autos “PESQUERA ARNIPPO S.A. S/CONCURSO PREVENTIVO S/INC. DE REVISION POR AFIP”).-----------------



VI) Que con las premisas expuestas como norte, corresponde constatar los presupuestos que habilitarían la caducidad invocada. De las constancias de autos, surge que el último acto de impulso procesal es el decreto de fecha 15 de julio de 2016 (fs. 330) que dispone la integración del Tribunal que entenderá en autos y clausura el término por el cual los presentes autos fueron puestos a la Oficina por encontrarse vencido. Asimismo, dispone que consentida que sea dicha providencia, pasen los presentes autos al Sr. Fiscal General del Ministerio Público y ordena su notificación personalmente o por cédula. A partir de entonces, y hasta la introducción del presente incidente el 13 de marzo de 2019 (ver cargo de fs. 333 vta.), no existe actuación alguna tendiente a impulsar el proceso, pese a que la carga de notificar la nueva integración correspondía a la concursada, “pues sólo quien recurre tiene la obligación de colocar la causa en estado de ser resuelta” (STJ., sent. del 19-10-09, en autos “Urquiza Pastor Arnaldo y Otra c/ Sain Luis Américo y/u Otros s/ Daños y Perjuicios. Casación Civil”).------------ 



En ese orden de ideas, venimos sosteniendo en forma reiterada que el deber principal de las partes es “...el de poner las actuaciones en estado de dictar sentencia y recién una vez alcanzado dicho estado cesa la obligación de impulso procesal y se suspenden los plazos de caducidad” (STJ., sent. del 16-02-17, en autos: “Veliz Argelia Ramona y otros c/ Aguirre Belinda Marqueza y Otros s/ Reivindicación de Inmueble. Casación Civil”), carga que no ha sido cumplida en autos por la concursada, cuando indudablemente a ella le correspondía como un imperativo del propio interés por haber abierto la instancia con su recurso; por lo que cabe concluir que el plazo de tres meses establecido por el art. 277 LCQ se encuentra cumplido en exceso.---------------------------------------




Por lo expuesto y oído el Sr. Fiscal General del Ministerio Público, Se Resuelve: Hacer lugar al incidente de caducidad interpuesto por la AFIP-DGI y, en consecuencia, declarar  perimida la instancia recursiva que lo motiva. Con costas. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Eduardo Federico Lopez Alzogaray - Carlos Pedro M. A. Lugones Aignase - Eduardo José Ramón Llugdar – Ante mí: Dr. Mario José Medina - Secretario Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe.-
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